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1. El derecho a la movilidad en el territorio
El derecho a la movilidad de las personas implica la atención a todas las formas de desplazamiento. Su satisfacción exige, por tanto, de la intervención de la Administración pública para garantizar una oferta de espacio público adaptado y de sistemas de transporte para ello. 
En este sentido, las técnicas habituales con que se ha enfocado esta problemática  han mostrado claramente sus insuficiencias, como trataré de demostrar más adelante, dando como resultado la predominancia del automóvil en la calle, que es el espacio público por excelencia.

Las consecuencias han sido terribles para la ciudad, como ha mostrado ampliamente la literatura especializada, pero lo que quizás se ha puesto menos de relieve es el riesgo de exclusión social que suponen para amplias capas de población: para aquellos que no disponen de vehículo propio, para aquellos que la ocupación masiva del espacio por este tipo de vehículos les impide realizar desplazamientos a pié o en bicicleta, para diversas capas de población que no pueden utilizar este tipo de vehículos o no lo encuentran adecuado al motivo y duración del desplazamiento, para ciudadanos que trascurren gran parte de su tiempo en intercambios en un trasporte colectivo a menudo ineficaz, etc.

G. Dupuy ha puesto de relieve como la espiral motorización-incremento de espacio adaptado a aquella, lleva a una espiral de dependencia del sistema que implica costes energéticos y sociales de difícil asunción.. Y como esta dependencia creciente supone, a la vez, una perdida de autonomía, una exclusión social, de los ciudadanos no motorizados o que no utilizan el automóvil como modo de desplazamiento.

Figura: G. Dupuy. Les territoires de l’automobil. Ed. Anthropos-Économica, Paris, 1995
En la sociedad actual la movilidad de las personas y de las mercancías ha adquirido una importancia muy superior a la que tenía en periodos anteriores de la ciudad. La palabra movilidad ha ido desplazando a la palabra transporte, no por motivos coyunturales sino porque realmente son conceptos de diferente alcance. 

Las diferencias entre el concepto movilidad, que implica autonomía y libertad de movimiento, y el de transporte, que supone infraestructuras y gasto de energía, lleva a poner de relieve una situación paradójica. Las infraestructuras siguen siendo, y cada vez más, el soporte fijo de la economía de una región, como sector de inversión generador de empleo y como condicionantes de su desarrollo, pero lo que está cambiando aceleradamente es su rol como discriminador de los niveles de servicios directos que se ofrecen al ciudadano.

El énfasis puesto solo en la primera de  esas lecturas lleva a una constante reivindicación de ampliación de las redes, de aumento de su complejidad, pero, si se asocia ello la segunda lectura, ese incremento conduce a una inevitable paradoja: la indiscriminada ampliación de redes de infraestructuras se traduce en una mayor dispersión territorial de lo urbano, que a su vez genera un modelo de movilidad insostenible, de alto coste energético y de creciente internalización de costes por amplias capas de ciudadanos. 

La transformación de ese modelo solo puede venir de ser capaces de entender que solo con la concentración urbana y con la densidad de ocupación del suelo puede alcanzarse un nuevo modelo de movilidad que atienda a las necesidades de todos los ciudadanos, que descanse sobre las formas menos costosas y saludables de desplazamiento. 

Es ésta la estrategia que defiende el Libro Verde del Medio Ambiente Urbano de la Unión Europea ; un modelo de ciudad compacta, diversificada y con mezcla de actividades, frente al modelo imperante de ciudad dispersa, articulada sobre carreteras y sobre segmentos de ciudad especializados en una actividad (comercio, residencia, industria, ocio, etc.). Es obvio que el modelo que preconiza es más adecuado a un desarrollo sostenible, porque es más eficiente por lo hace al uso de recursos materiales, energéticos e incluso a la ocupación de suelo, y porque disminuye la necesidad de medios motorizados de movilidad, en la medida en que fomenta la proximidad y los desplazamientos cortos.

Pero una cosa son las declaraciones de intenciones y otra la realidad; las tendencias, naturales o provocadas, de crecimiento de nuestras ciudades van más por el modelo que se refuta que por el que se defiende, y en la lógica de la producción inmobiliaria, que sustenta gran parte del crecimiento económico, subyace ese sostenido proceso de extensión de ciudad y generación de plusvalía urbana

Declaro mi escepticismo sobre la posibilidad de introducir grandes cambios en un modelo de desarrollo urbano que es consustancial al modelo de producción capitalista que generó la ciudad industrial, la ciudad contemporánea. Aunque es cierto que toda la historia del urbanismo moderno, o gran parte de ella, ha consistido en intentos de introducir compacidad en la tendencia a la dispersión, orden aparente en el caos organizativo del estallido urbano, y mecanismos de reversión en la ciudad consolidada de la plusvalía generada por el crecimiento.

Por el contrario, del entendimiento de la lógica del valor del suelo generado por las infraestructuras y de que las actividades que soporta lleven a un panorama de relaciones de viaje de difícil predicción, se pueden extraer herramientas de intervención sobre el modelo de movilidad imperante  que estén basadas en el control de la producción y gestión de infraestructuras y del espacio publico adaptado al desplazamiento.

Hay que se conscientes de que los profundos cambios sociales operados en nuestra sociedad han afectado a la cuantía y expresión social de la movilidad. En el cuadro adjunto se resume algunos de las estrategias que comienzan a implantarse dentro de la política de atención a la movilidad como derecho de las personas, que comienzan a sustituir a las limitadas, aunque todavía necesarias, políticas de organización del tráfico y del transporte urbano de personas y mercancías.
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La multiplicación del número de viajes un puede entenderse más que como el resultado de la realización de las oportunidades de conexión social, sobre las que es una obligación de justicia democrática que sea para todos. La nueva sociedad post-industrial no está estructurada, o está cada vez menos, en grupos ligados al trabajo (sindicatos) o a la vecindad; es una sociedad individualizada, con relaciones a diferentes niveles, donde juegan un papel creciente los instrumentos en los que descansa esa capacidad de conexión múltiple, como el computador personal, el teléfono móvil.

No quiero terminar esta introducción sin hacer referencia a conceptos que, aunque se confunden en la discusión actual sobre la movilidad, tienen acepciones muy diferentes y, por tanto, llevan a conclusiones y estrategias que pueden ser contradictorias. 
El termino de sostenibilidad, tan divulgado (y por elllo banalizado ) en la actualidad, puede ser entendido en términos energéticos, de impacto ambiental o de integración social. Aunque puedan llevar a conclusiones semejantes, no es lo mismo la sostenibilidad energética, que pone el acento enr alternativas de desplazamiento de menor consumo energético para la totalidad del sistema, que la sostenibilidad ambiental, que pone el acento en la reducción de emisiones, que la sostenibilidad social que pone el acento en una mayor equidad en el acceso a la movilidad.

No tener en cuenta esta diferenciación puede llevar al absurdo de que se establezcan mecanismos de encarecimiento energético o de uso de infraestructuras que simplemente expulsen a una gran cantidad de usuarios del sistema, o que con el principio de quien contamine pague no se utilicen las herramientas fiscales para gravar unos modos de transporte que pueden contaminar poco pero ser insostenibles energéticamente, o simplemente permitan gozar de privilegios a los que pueden pagarse esa contaminación.

Nos interesa, pues, poner el acento sobre la combinación de las tres calificaciones de la sostenibilidad, en un orden jerárquico respecto a la movilidad que comienza, desde mi subjetiva perspectiva, por la justicia social, sigue por lo energético (que se está convirtiendo apresuradamente en el principal problema) e incorpora los aspectos ambientales.

2.  La cuantificación de las necesidades que implica el derecho a la movilidad
El número de desplazamientos producidos en una ciudad depende de muchos factores, en general de la complejidad de las relaciones humanas, y aumenta con el progreso económico y social y con el acceso a la información por parte de los ciudadanos. En la actualidad, varía de 2,8 a 3,4 por persona y día, según días, estratos sociales y formas de ocupación de la población; aspectos éstos que, conjuntamente con el nivel de desarrollo económico, influyen en la expresión de la movilidad en las ciudades, y por eso es difícil establecer cifras de validez universal respecto a desplazamientos diarios por motivos y modos de transporte.

La Enquesta de Mobilitat Quotidiana de Catalunya ha comenzado a tener en cuenta todos los tipos de desplazamiento, incluso los que ha podido detectar como viajes a pie complementarios a desplazamientos en un medio mecanizado, dando cifras que sorprenden si se comparan con las que hasta ahora se manejaban en la mayoría de los estudios de transporte de las grandes ciudades. Por lo que respecta al ámbito metropolitano de Barcelona, las encuestas de movilidad cotidiana de 1996 daban ratios medios de desplazamiento de 1,84 viajes/persona/día para días laborables y 0.80 viajes/persona/día para días festivos; cifras que pasaban a ser más atenta a todo tipo de desplazamientos, ha transformado esas cifras en 3,44 y 2,39 viajes/persona/día en esos mismos periodos de tiempo; incremento que en su mayor parte ha correspondido a los viajes a pié, que han pasado así de representar el 33,8 % de la movilidad total observada al 45,9 %. 

Hasta muy recientemente la clasificación de la movilidad observada se basaba en dos criterios: su expresión por motivos de viaje y por modos de transporte. La clasificación por motivos distinguía entre aquellos que por producirse de forma recurrente en el tiempo se consideraban generadores de viajes obligados (como el viaje al trabajo y a las instituciones educativas), de aquellos otros que por producirse de forma más esporádica a lo largo el tiempo se entendía que constituían una movilidad no obligada (viajes de compras, de ocio, etc.).

Como se ha expuesto en el apartado anterior, las nuevas formas de organización social traen como consecuencia que sea difícil distinguir entre motivos obligados y no obligados, e, incluso, que muchos de éstos últimos tienen también un comportamiento recurrente en el tiempo. Es más, si de lo que se está hablando es de que en ejercicio del derecho a la movilidad descansa la realización de las oportunidades de desarrollo personal y social de la población, porque se está en una sociedad de conexiones a muy distinto nivel, pierden el sentido clasificaciones que suponen una categorización jerárquica de esos motivos.

Es curioso constatar como los motivos trabajo y estudios, que constituían la denominada movilidad obligada cuotidiana, que según los manuales más clásicos de estudios de transporte alcanzaban al 65 % de la movilidad total, de hecho es en la actualidad del orden de algo menos del 50% de la movilidad total. Aparecen en aquella encuesta, también, como importantes otros motivos de movilidad cuotidiana que no eran considerados como obligados en aquellos estudios (6,3 % compras cotidianas, 4,7 % acompaña personas, 2,8 % gestiones personales, 1,8 % acudir al medico o al hospital, 1 % formación no reglada); si se suman esos porcentajes y se incrementan en una cierta proporción apreciable de la vuelta a casa, se estaría hablando de un 30 % de movilidad que de hecho es tan obligada como la considerada hasta ahora. 

            Figura: resultados de la Encuesta metropolitana de movilidad de Barcelona, 2006

En este contexto, de poco valen los enfoques que descansan en planteamientos de satisfacción de una demanda de transporte ligada a la denominada movilidad obligada, que se suponía era la que provocaba las puntas de concentración de viajes que determinaban el tamaño de las redes de infraestructuras viales y de los sistemas de transporte masivo. 

En primer lugar porque la propia división de la movilidad en obligada y no obligada esta en crisis, como consecuencia del cambio de organización social expuesto, y, en el extremo, esa atención prioritaria a unos determinados motivos de movilidad (trabajo y estudio) ha traído como consecuencia la desatención a otros motivos de viaje, menos catalogables en aquella clasificación. Sobre todo si lo que está en juego, como se ha afirmado, es la satisfacción de las necesidades de conexión, que incluyen  motivos muy variados y con alteración frecuente de su expresión espacial y temporal.

En segundo lugar, porque ya comienza a no ser tan cierto que la demanda se exprese en puntas muy marcadas a lo largo del día, y los desplazamientos (incluso por los motivos que hasta ahora se entendían como obligados) se distribuyen a lo largo de la jornada, como consecuencia lógica de una proliferación de destinos de un mismo trabajador, de viajes de formación y estudio, y de motivaciones de viaje tan obligadas desde el punto de vista social como las dos antes expuestas.

Figura: Distribución horaria de la movilidad en la región metropolitana de Barcelona, 2006
Finalmente, porque es un hecho constatado que es la oferta de infraestructuras, el hecho de privilegiar una u otra forma de desplazamiento, la que marca el comportamiento temporal y espacial de la demanda. 
La solicitación que esa movilidad, producida por diferentes motivos y realizada de diversos modos, plantea requerimientos sobre las infraestructuras de transporte y  el espacio público urbano que han de ser tenidos en cuenta para adecuar las respuestas que se esperan del sector público. Características que a las pautas de comportamiento más conocidas añaden profundas alteraciones, las principales de las cuales se plasman en el cuadro siguiente, donde también se han expresado, como contraste, las insuficiencias del instrumental con que se ha enfocado hasta ahora la movilidad

3. . El uso del vehiculo privado en un territorio de dispersión de actividades

Pero la alternativa al modelo de dependencia del coche no es fácil. De hecho, el automóvil seguirá jugando un papel a favor de la realización de derecho a la movilidad, en tanto en cuanto el sistema de organización territorial continúe con su tendencia al estallido sobre el territorio y a la especialización de lugares, lo que es previsible siga ocurriendo de no mediar profundos cambios estructurales en el sistema. 

Aunque en las ciudades europeas, y para ciertos tipos de desplazamientos, el automóvil está siendo progresivamente relegado a favor de desplazamientos no mecanizados, mediante costosas operaciones de remodelación del espacio público urbano; en el medio metropolitano (o de la ciudad-región) entra en competencia (¿o complementariedad?) con las redes de transporte colectivo, porque éstas solo son eficaces en ciertas condiciones de densidad, proximidad y concentración de itinerarios. 

En el territorio de la ciudad dispersa, donde gran parte del empleo y de las actividades está extendido sobre un territorio donde, a su vez, vive un porcentaje importante de población, el vehiculo privado es  imprescindible para garantizar la conectividad y el derecho a la movilidad de gran parte de la población.

De otro lado, el uso del vehículo privado en las áreas metropolitanas europeas ha dejado de ser propio de las clases favorecidas, contradiciendo los estudios que ligan el uso de ese tipo de vehículos a las tasas de motorización de las diferentes clases sociales. Los datos que aporta la encuesta Movilia (Ministerio de Fomento) para el conjunto de ciudades españolas son muy indicativos al respecto, aun cuando toman como referencia un indicador de nivel de estudios que, a su vez, está correlacionado con los niveles de renta. 


   Figura: Resultados de la Encuesta de movilidad de las Grandes ciudades españolas (Movilia, 2000) 

Son las clases sociales menos favorecidas las que viven en las periferias y las que sufren en mayor medida la dependencia del automóvil, hasta el extremo que el uso del automóvil deviene “inelástico” respeto a su coste, por ausencia de alternativas, y muestra como las políticas de peajes o elevación del coste del uso del automóvil resultan ineficaces, además de injustas, por lo que se refiere a los ciudadanos de la ciudad dispersa, y apunta a la necesidad creciente de atención a la intermodalidad, de manera que el transporte colectivo habrá de ser alimentado por vehículos privados en esos espacios.

El desafió es grande, porque el trasporte colectivo no puede cubrir la totalidad de solicitaciones en un territorio disperso. Incluso llevando la apuesta por él hasta el extremo, sus déficits de explotación serán sufragados por todos (lo que tampoco es del todo rechazable, porque nadie se queja de la mucho mayor subvención que en estos momentos hacemos entre todos a los usuarios del vehiculo privado en forma de producción de espacio adaptado a su uso); y estos serán mayores cuanto mas se recurra a sistemas de infraestructura fija que pueden resultar muy costosos de explotación sin una demanda potente. 
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Figura: Sistemas de transporte adecuados cada  ámbito territorial (la lógica de la intermodalidad) 
La respuesta está en el fomento de la intermodalidad, lo que  significa ser capaces de unir diferentes modos en un mismo desplazamiento, de manera que cada parte del viaje se realice en el medio mas eficaz en la ecuación tiempo-demanda-coste. Lograr ese sistema de intermodalidad es el gran reto, pero por muy eficaces que sean los cambios de modo, por mucho que se integren las tarifas (incluso la del aparcamiento de disuasión), por mucho que se mejoren las frecuencias y la regularidad, seguirá subsistiendo esa necesidad del vehiculo privado para un número de usuarios creciente mientras no cambie el modelo de producción de ciudad. 

Por tanto, siempre subsistirá, o por lo menos en el periodo que aun quede de existencia del automóvil de motor de combustión, la necesidad de apoyar una parte de los desplazamientos sobre el automóvil; sobre todo los de tipo interurbano. Y por ello serán necesarias medidas de adecuación de la red de carreteras para garantizar la accesibilidad al territorio, a sus núcleos y asentamientos y a los espacios de atracción de viajes en localizaciones dispersas sobre el territorio.

Se ha de tender hacia la búsqueda de una oferta de red de carreteras para el automóvil más equilibrada, donde no se requiera de recorridos suplementarios por la red secundaria provocados por la rapidez con que las autopistas permiten atravesar el territorio y por la concentración de sus salidas en determinados puntos. Ello supone dar por terminada la ampliación y construcción de autopistas dentro de los conjuntos metropolitanos, limitándose a vías exteriores de ronda que permitan itinerarios alternativos de reparto.

Y dentro de esos ámbitos, buscar una red más equilibrada, con actuaciones tendentes a la reducción de la velocidad en los actuales accesos especializados (no solo por criterios energéticos sino fundamentalmente por fluidez de la propia red) y al incremento de capacidad en las redes secundarias, redes que, por cierto, son las que soportan una sobrecarga de transporte de mercancías y de recorridos de autobuses interurbanos que, en gran parte, esta motivada por la falta de adecuación de las vías especializadas a estos cometidos. 

Optar por velocidades más bajas, por anchos de carril más reducidos (que colaboran también al orden en la circulación, dificultando adelantamientos osados) supone admitir que una cierta congestión en determinados periodos es un modo de autorregulación del tráfico, que colabora a la utilización de recorridos alternativos y, que en última instancia, colabora a expulsar usuarios no precisados del sistema de transporte privado. 

4. La insuficiencia de los enfoques tradicionales del transporte

La noción de red, asociada a una visión de la ciudad como un sistema estable de actividades relacionadas entre sí en forma que su comportamiento global depende de esas relaciones, ha sido una constante en el planeamiento y dimensionado de las redes de infraestructuras desde los años sesenta; aunque durante un largo periodo de tiempo el enfoque se ha puesto en las actividades como demandadoras de relaciones y, por tanto, como variable que predeterminaba la forma y nivel de servicio que debería alcanzar la red de infraestructuras para mantener la eficacia del sistema 

El enfoque denominado de demanda supone poner el énfasis del análisis en la cuantificación de la solicitación futura de una red, en la estimación de la cuantía de interrelación que requerirán las actividades urbanas con una localización espacial determinada, dada por la tendencia o por el planeamiento. Enfoque que permitía una objetividad solo aparente en el dimensionado de las infraestructuras y permitía la aplicación de métodos sofisticados de cálculo propios de cada disciplina y con cierta, y curiosa, autonomía respecto al planeamiento urbanístico.

                 Figura: La noción de sistema urbano y su traducción en estructura de cada territorio

Los enfoques de demanda se han aplicado a la planificación de todas las infraestructuras, aún cuando los más conocidos hayan sido los denominados modelos de tráfico, que a partir de la detección de la cuantía de las actividades en cada zona estimaban la cuantía potencial de las relaciones (demanda de espacio para tráfico) por ajustes matemáticos de muy diferentes formulaciones, métodos que se plantean en “cuatro pasos” (detección de las matrices de movilidad interzonal, ajuste de modelos que la relacionen con factores de atracción o de generación en cada zona, división modal de la movilidad interzonal, y asignación a la red básica viaria de los viajes entre zonas; y por eso son conocidos también con aquel nombre). 

Figura: El método de los “cuatro pasos” propio de los modelos de demanda aplicados al transporte

Este tipo de enfoques se ha aplicado no solo a las redes de transporte, sino en general a todas las redes de infraestructuras urbanísticas. Sobre el olvido aparente del enorme poder de organizador del territorio que poseen las infraestructuras, la ingeniería ha ido progresivamente reduciéndose a entenderlas solo desde sus aspectos funcionales. Así, los diferentes servicios urbanísticos que han ido ampliando el concepto de urbanización han acabado por clasificarse simplemente a partir de la función de suministro para la que fueron concebidos, olvidando su finalidad común que es la de ser componentes de la organización de un determinado espacio. 

Tipo de enfoque meramente funcional que no tan sólo ha banalizado el espacio público urbano producido, sino que ha supuesto un despilfarro de recursos, en términos económicos y ecológicos. Las infraestructuras han sido dimensionadas para su solicitación máxima previsible, o solicitación en punta de consumo, de manera tal que ocupan abusivamente el espacio requerido por otras funciones y, que, paradójicamente, a menudo no funcionan, o constituyen un  derroche de espacio, cuando su solicitación es muy inferior.

No es el objeto de esta ponencia recordar las profundas simplificaciones metodológicas que estos métodos implican; por lo que se refiere a las redes de transporte es muy amplia la literatura crítica al respecto de los denominados modelos de transporte o tráfico. Métodos que bajo la apariencia de un sustento científico al dimensionado de las redes viarias, han proporcionado a la tarea de su planificación una cierta autonomía respecto de otras consideraciones de tipo social, económico o urbanístico. 

La crítica fundamental que se les puede aplicar es que, más allá de su colaboración a la cuantificación de flujos e interrelaciones urbanas (lo que ha sido una mejora en el conocimiento del funcionamiento de la ciudad para la toma de decisiones), suponen un enfoque erróneo del planeamiento del transporte, porque niega sus posibilidades de alteración del comportamiento espacial de la movilidad y su potencia en la inducción de la un modelo de localización de actividades. Actitud ésta que es coherente con un exacerbamiento de los aspectos funcionales de cada red, que ha pretendido ignorar los aspectos de profunda interrelación que se dan entre ellas y ha hecho perder de vista el porqué de la extensión de una red, el hecho fundamental de su existencia como requisito de formación de las condiciones de producción de ciudad. 

El problema es que sobre la base de esos instrumentos, se han elaborado propuestas de planificación, extrapolando los modelos ajustados sobre la base de la observación de la situación actual a situaciones futuras. Y así, aplicando los modelos matemáticos ajustados en correlación con variables como el empleo o la población, se estiman unas matrices de demanda futura de movilidad, y se asignan esas matrices de demanda a diversos supuestos de ampliación de la red viaria, hasta lograr un hipotético funcionamiento equilibrado o satisfactorio del tráfico en el futuro.

El producto resultante ha sido una ciudad construida en torno al vehículo privado, extendida sobre canales de tráfico, que van perdiendo densidad (de existencia y de uso) a medida que se alejan de la ciudad central, y va haciendo la movilidad de las personas más dependiente del automóvil, sin que nos sea siempre posible encontrar una respuesta alternativa en transporte público por causa de esas características de baja densidad y dispersión del modelo de ocupación del territorio.

Estos métodos difícilmente pueden ser útiles para dar respuesta a todos los requerimientos de la movilidad urbana, porque están construidos y pensados desde el automóvil, por más que sus versiones más modernas intenten integrar la lógica del transporte colectivo. Para dar respuesta a aquellos requerimientos hay que poder cuantificar la demanda por cada motivo y grupo de población, pero no se precisa de incrementar el esfuerzo matemático para buscar respuestas tecnocráticas a lo que solo es posible abordar desde la gestión de un modelo de transporte y movilidad alternativo.
Cuando nos paramos a pensar sobre la distancia existente entre la sofisticación de los medios técnicos empleados y el producto resultante, nos queda la sensación de que la visión especializada, el objeto observado solo a través de sus componentes y no del conjunto, el olvido de las características propias del lugar de intervención, etc., no son una buena combinación, mas allá de las indudables mejoras de cálculo y de las técnicas constructivas que se han ido produciendo en el proceso.
              Figura; ¿Es este el espacio que precisa el automóvil en el espacio urbano? 

5. Territorio de las redes y la conexión. Enfoques de oferta

Las redes de infraestructuras, su forma y la cobertura del espacio que producen, son el factor organizativo principal de nuestras ciudades; la calle, el sistema viario urbano, constituye un espacio canal, normalmente de carácter público, por el que discurren la mayor parte de las infraestructuras de servicios urbanos y se dan sobre ella gran parte de los flujos y relaciones entre actividades urbanas. 

La ciudad contemporánea no ha parado de estallar y extenderse sobre su territorio; las plusvalías creadas en él por ese proceso han sido motor económico del desarrollo. En los territorios colonizados por esas infraestructuras se dan muy diferentes gradientes de conectividad y coste que, en la medida que repercuten en la renta indirecta percibida por las actividades que se dan en él, determinan diferencias importantes de valor entre lugares y son causa de segregación espacial y social. 

Figura: El paso de sistemas de ciudades a sistemas de redes

De hecho, las redes han acabado por sustituir a los sistemas de ciudades y pueblos como invariante de la organización teritorial. Estamos, ante un territorio donde se intercalan usos, donde se mezclan espacios centrales y espacios periféricos; un territorio de actividades diversas, frecuentemente cambiantes o efímeras, con espacios especializados (de comercio, de ocio, de servicios, etc.) que no es solo que atraigan usuarios, sino que su propia supervivencia descansa en su capacidad de incrementar esa atracción. 
Especialización progresiva de la vía y extensión de la ciudad sobre su territorio, han sido procesos paralelos. La proliferación de accesos y carreteras cada vez más alejadas de la ciudad lo que ha hecho s reconducir las tensiones de estiramiento de la ciudad hacia enlaces y accesos; lo que establece una diferenciación mayor entre el tipo de usos que penderán de la nueva carretera y aquellos que continuarán encontrando su mejor ubicación próxima al casco urbano.
Porque, al alterarse la accesibilidad relativa de todos los puntos del espacio urbano e incorporar al territorio accesible ámbitos externos, se produce una modificación importante en la conformación de los precios del suelo; incluso la introducción de tensiones y valores expectantes en la periferia produce una onda de alteración de precios que se desplaza hacia el interior de la ciudad, sobre los accesos construidos en esa variante.

Acompaño, al respecto de este fenómeno una interesante reflexión, que tiene ya más de treinta años, del economista  francés R. Mayer que refuta la teoría clásica de formación del precio del suelo desde el centro a la periferia y contrapone las ondas de incremento que en aquel producen mejoras de accesibilidad, por construcción de infraestructuras de transporte en la periferia, y el enorme incremento del precio del suelo que suponen. Ondas de incremento de precio del suelo basadas en la continua generación de plusvalía urbana que caracteriza la evolución de la ciudad industrial.

       Figura; Teoría clásica de formación de precio del suelo y teoría de Mayer de ondas de valor
Los elementos de reflexión que he aportado no son, ni mucho menos, novedosos. Las modernas técnicas de planificación de infraestructuras adoptan un enfoque conceptual inverso, que podríamos denominar enfoque de oferta. Enfoque que supone entender que la localización de las actividades económicas y sociales, y el modo y cuantía en que se manifiesten en el futuro sus interrelaciones, dependen de la forma y organización que se de a esas redes de infraestructuras, e incluso de la gestión que de ellas se haga.

Las infraestructuras son, de esta manera, analizadas como redes que posibilitan relaciones que se  expresan a través de flujos, sean de transporte, de información o de energía. Se plantea así una dialéctica entre la red virtual, de posibilidades de relaciones entre actores; y la red real, de materialización de esas relaciones entre los puntos del espacio. 

Con el acento puesto en la gestión de recursos ha comenzado a cambiar la planificación de las propias infraestructuras. Así, los balances hídricos, la disponibilidad del recurso agua y su gestión eficaz, son los que determinan en la actualidad la planificación racional del ciclo del agua, a la que no es ajena la posibilidad constatada en la práctica de influir sobre el comportamiento y la cuantía de la demanda; y lo mismo puede decirse del consumo energético, que maximiza su eficacia sobre los efectos combinados de fuentes de suministro y de gestión de puntas.
Y de la misma manera, los nuevos enfoques de planificación de las redes  de movilidad urbana se inscriben claramente en un enfoque de oferta: diferentes sistemas de desplazamiento que se sustentan en diferentes redes de calles, gestión de la demanda desde la oferta de sistemas de desplazamiento a través de infraestructuras adaptadas, y claro entendimiento de la interrelación entre redes, que supone restringir el uso de unas para posibilitar otras.

6.  La gestión de la movilidad urbana en Europa. Los Planes de movilidad en Cataluña
En los apartados anteriores se han puesto de relieve aspectos muy diferentes que, aunque converjan en un mismo objetivo, requieren de políticas diferenciadas. De un lado, estrategias urbanísticas tendentes a la consecución de una ciudad mas sostenible, entendiéndose por ello un espacio urbano donde se minimicen el consumo de energía y la contaminación producida y se maximice el intercambio de relaciones sociales. De otro, se trata de plantear un modelo de movilidad que priorice el viaje a pie, en bicicleta o en transporte público, con los mismos objetivos respecto al consumo energético, la contaminación y la respuesta a las necesidades de conexión social.

Son muchos los textos normativos y las prácticas  municipales en las se está ha forjado este concepto de movilidad sostenible. Los textos normativos europeos van desde las reflexiones sobre el ahorro energético del Libro verde sobre el Medio Ambiente Urbano que la Comisión Europea elevó al Consejo y al Parlamento de esta entidad, hasta el Libro Blanco sobre la política europea de transportes de cara al 2010. 
En el último se proponen hasta sesenta medidas que buscan mejorar la calidad y la eficacia de los transportes en Europa, fomentar la intermodalidad y adaptar la variedad de modos de transporte de cara al año 2010, pautas para un proceso que facilite la obtención de un sistema de transporte sostenible. 
Entre ellas, destacan como buenas prácticas: 
· La mejora cualitativa de los servicios públicos de transporte.

· La limitación de las plazas de estacionamiento en el espacio público
· La asignación de vías con prioridad a los medios de transporte colectivo.

· La participación de las empresas o administraciones en la organización de los viajes de sus empleados y en la financiación del transporte público.

· La promoción del uso compartido del coche. 

· El cobro por el uso de la infraestructura viaria como política de disuasión de su uso en determinadas zonas urbanas.

En la misma línea, se inscriben medidas recientes del Gobierno español, como el intento de coordinación de medidas de transporte que es el Plan Estratégico de Infraestructuras y Transporte (PEIT) del Ministerio de Fomento del 2004, en el que establece que la Dirección General de Coordinación Territorial procederá a laborar unas directrices para las actuaciones en el medio urbano y metropolitano, instando a las Comunidades Autónomas (que tienen las competencias legislativas) a dictar disposiciones para la redacción de planes de Movilidad Sostenible. 

En España, la Comunidad Autónoma que más ha avanzado legalmente a este respecto ha sido Cataluña, que en plazo de los últimos cinco años ha desplegado un potente aparato normativo que comenzó por la LLei 9/2003 de la Mobilitat, ha continuado con el Decret 344/2006, de Regulació dels Estudis d’Avaluació de la Mobilitat generada, que han de incorporar todos los instrumentos de planeamiento urbanístico, y, finalmente, ha culminado en el Decret 362/2006 por el que se aprueban las Directrius Nacionals de Mobilitat .

La Llei de la Mobilitat establece, objetivos, criterios de actuación e indicadores de seguimientos referidos a diferentes niveles de regulación. Estos niveles son: 

· Las Directrices Nacionales de Movilidad (DNM), con naturaleza de Plan Territorial Sectorial aplicable a la totalidad de Cataluña.

· Los Planes Directores de Movilidad (PDM), cuyo objeto es la aplicación de las DNM en cada una de las regiones definidas en el Plan Territorial de Cataluña.

· Los Planes Específicos de cada una de las infraestructuras de transporte de personas, o de mercancías; que han de ser coherentes con los PDM.

· Los Planes de Movilidad Urbana (PMU), que son los documentos básicos para configurar las estrategias de movilidad sostenible a nivel del municipio.

El preámbulo de la Llei de Mobilitat 9/2003 catalana preconiza una visión global de la movilidad entendida como un sistema que de prioridad a los medios más sostenibles, como el transporte público o el desplazarse a pie o en bicicleta; y la intermodalidad como el principio en el que apoyar la máxima eficacia en el aprovechamiento de los recursos de transporte.

Con el énfasis puesto en esas prioridades determina que el objeto principal de los planes de movilidad urbana es detectar, entre otras, las insuficiencias de oferta, la participación del sistema de transporte público y la adecuación de cada medio de transporte a los intervalos de demanda que lo hacen rentable social y económicamente.

El Pacto para una movilidad sostenible, suscrito por el Gobierno de la Generalitat con la sociedad civil catalana, en coherencia con esa ley, fija sus prioridades en determinadas medidas, tales como:

· Aumentar la superficie destinada a itinerarios y espacios para peatones.

· Potenciar el uso de la bicicleta como modo de transporte cotidiano.

· Mejorar la velocidad comercial del transporte público de superficie.

· Potenciar la rotación en aparcamientos de zonas céntricas y comerciales.

· Conseguir una distribución de mercancías eficaz y compatible con el resto de funciones del espacio público.

Por comparación, Francia tiene una legislación en materia de movilidad local, que ya desde la pionera Ley 82-1153 de 1982 fomentaba la creación de autoridades del transporte comunes a varios municipios (AOTU): Por la Ley  96-1236, de 1996 estableció la necesidad de un Plan de Déplacements Urbaines (PDU) para áreas urbanas de mas de 100.000 habitantes; y por la Ley 2000-1208 se insta a las autoridades locales a fomentar planes de desplazamiento de las empresas (PDE). De la suma de estas determinaciones ha salido una política de concertación publico-privada, de creación de autoridades supramunicipales para el transporte público y de coordinación de los planes urbanísticos (POS) y los de movilidad (PDU). 

Puede parecer un panorama legislativo e instrumental análogo al planteado en la legislación catalana (que se inspiró en él), pero lo cierto es que el gobierno francés ha puesto mas el acento en la creación de nuevos instrumentos financieros (como la tasa por transporte público a las empresas – el versement transport) o de fomento fiscal (reducción de la contribución a la seguridad social a empresas que han reducido el uso del vehiculo privado por sus trabajadores). Instrumentos con los que se pretende apoyar iniciativas municipales expresadas en sus planes.  

Parecida situación se da en Bélgica, donde existe la figura del plan local de movilidad pero que se inscribe y apoya sobre un convenio entre autoridades de carreteras, de transporte público y ayuntamientos (Mobility Covenants) cuyo control y vigilancia se encarga a un Conseiller en Mobilité, y cuya gestión descansa en diversos convenios con empresarios, organizaciones de trabajadores o usuarios, etc.

El énfasis puesto en el apoyo financiero a las iniciativas de las autoridades locales se da en Inglaterra y en Alemania, donde no existe ninguna legislación específica sobre este tema pero se han adoptado importantes medidas de apoyo a las iniciativas de movilidad sostenible. En Alemania, por ejemplo, los landers reciben desde 1996  parte del impuesto sobre carburantes para financiar mejoras del transporte público. 
En Holanda, donde sin tampoco existir una normativa general de referencia, se implantó ya en 1989 la política denominada ABC que clasifica las empresas en función de sus necesidades de accesibilidad en cada tipo de transporte como condición de permiso de localización; y se ha impulsado políticas de ciudad compacta (VINEX dweling location) para permitir la construcción de nuevas áreas en función de la densidad, la accesibilidad, la distancia al transporte público, etc.

En este ultimo país, en desarrollo de la Nota Mobiliteit (del 2005) se exige a todas las administraciones regionales y locales la redacción de un plan de movilidad y transporte. Igual obligatoriedad tienen las autoridades de los municipios británicos desde la Transport Act del 2000; es en este país donde mas se ha uniformizado el contenido de los Local Plan Transport, a partir de la `publicación de una guía de instrumentos y prioridades para estos planes, donde se sigue poniendo un acento importante en la concertación de planes de desplazamiento de empresas, escuelas o centros de negocios, para lo que el Estado aporta financiación mediada la aprobación de aquellos planes.

En cualquier caso, es de justicia destacar en ese panorama la ambición de la legislación catalana y las dos importantes aportaciones instrumentales que ha realizado: la abertura de la posibilidad de establecer una financiación de mejoras generales al transporte colectivo mediante cuotas de aportación de los nuevos desarrollos urbanos, y la necesidad (asociada en parte a aquella finalidad) de realizar estudios de evaluación de la movilidad generada dentro de los instrumentos urbanísticos, tanto para juzgar su pertinencia sobre la base de los impactos previsibles como para poder fijar las condiciones de urbanización y las aportaciones que el desarrollo de nuevos sectores de ciudad ha de hacer a la mejora de los sistemas de transporte que conlleve. 

7. Métodos de planificación de la movilidad urbana con enfoques de oferta

Las políticas de gestión de la movilidad urbana integran muchas y diferentes medidas que tienden a facilitar las diferentes formas de desplazamiento en la ciudad, como medida de equidad social,  y potenciar las que son más respetuosas con el medio ambiente urbano. 
El conjunto de estas medidas se define en un nuevo instrumento de ordenación llamando Plan de Movilidad urbana, que define las políticas de transporte y la adecuación del espacio urbano que hay que implementar para ellas. 

En línea con los objetivos enunciados, persiguen un modelo de movilidad que priorice el viaje a pie, en bicicleta o en transporte público, con los mismos objetivos de disminuir el consumo energético y la contaminación, pero con la componente específica de dar respuesta a todas las necesidades de conexión social, evitando que se produzca marginación o desatención de grupos específicos de ciudadanos. 

Modelo cuyas las preocupaciones y estrategias de intervención se centran en unos pocos aspectos que, a su vez, permite garantizar resultados importantes si se centran los esfuerzos en ellos. Estos aspectos se resumen en estrategias centradas en los siguientes objetivos:

1.  Proteger las áreas urbanas más sensibles de la intrusión del automóvil

2. Promover los desplazamientos urbanos por medios no mecánicos aumentando la seguridad y la comodidad de peatones y ciclistas en la ciudad. 

3. Fomentar el uso del transporte público dentro de la ciudad, mejorar su calidad, fiabilidad y seguridad

4. ciertas calles las funciones de distribución urbana y de acceso a los barrios de la ciudad.

5. Limitar la ocupación del espacio público por el automóvil, fomentando el estacionamiento en las zonas residenciales

6.  Conseguir una distribución urbana de mercancías más eficaz y que produzca menos interferencias en el uso del espacio público.

Es obvio que no se acaban ahí las preocupaciones de un Plan de Movilidad urbana, y que aparecen otros aspectos ligados a los mismos objetivos, como pueden ser garantizar la integración eficaz de los sistemas urbanos de desplazamiento con las líneas de transporte colectivo de ámbito supramunicipal o establecer planes específicos de mejora de la seguridad viaria en los accesos a la ciudad, donde las condiciones de circulación escapan del control directo del municipio. Pero, son los aspectos enunciados los que centran la mayor parte de las políticas de intervención en los pocos municipios catalanes que han redactado sus planes de movilidad.

El enfoque con que se abordan esas preocupaciones es el de conseguir intervenir sobre el comportamiento de la demanda a través de políticas de oferta, es decir de apoyo a determinadas formas de desplazamiento, con adecuación del espacio público a sus requerimientos, y de restricción de otras a determinados espacios o supuestos. 

Sus propuestas se suelen centrar en los aspectos citados, con tres características comunes a casi todos los planes analizados:  

· - Establecimiento de redes específicas para las diferentes formas de movilidad.

· - Oferta de formas de desplazamiento diferenciadas según grupos de población.

· - Adecuación de las calles a esta concepción jerárquica y especializada de la red de espacios públicos.

Establecer redes específicas en la ciudad para diferentes formas de movilidad quiere decir preparar espacios, calles, para una atención prioritaria a cada uno de ellas, donde se restrinja el uso del resto de sistemas de transporte que sean incompatibles con la función prioritaria a que se destine este espacio. Para ello se suelen usar Planes Integrales de Movilidad urbana, que se basan en diversidad de medidas de planificación y reglamentación: 

Así, se diferencian dentro del espacio urbano distintos de redes: calles adaptadas a peatones, al transporte colectivo, a la distribución urbana de vehículos privados, a la distribución de mercancías y, incluso, a formas de desplazamiento más sostenibles en términos ambientales, como son los efectuados a pie o en bicicleta. Cada uno de estas funciones implica requerimientos de velocidad y seguridad muy diferentes, y de aquí se infiere la tesis sostenida de necesidad de adecuación forma de cada calle al tipo de red a que pertenezca. Lo que no es conveniente es el tratamiento indiferenciado de las calles, porque el coche ha mostrado con claridad su capacidad de ocupar todo el espacio, allí donde no se le impide.

De entre esos tipos de redes me voy a abordar brevemente cuatro aspectos, porque, además de ser los más relevantes en las estrategias de movilidad abordadas con esa filosofía, ejemplifican bien el uso de nuevos instrumentos de planificación planteados desde un enfoque de oferta. Estos aspectos tienen que ver con las redes de itinerarios de peatones, con la planificación de los sistemas de transporte colectivo, con la organización y diseño del espacio del automóvil y con la regulación de la distribución urbana de mercancías.

Antes de entrar en esos aspectos, quiero remarcar que no todas las medidas de un plan de movilidad urbana se refieren a actuaciones de adaptación del espacio público y de los sistemas de transporte; otras son acciones de concertación de gestión de procesos con agentes sociales o económicos implicados (son los llamados consejos o comisiones de movilidad, que controlan y a veces gestionan aspectos referentes a un determinado aspecto de la movilidad, como la provocada por polígonos industriales, escuelas, centros comerciales, distribución de mercancías, etc.) y otras corresponden a adaptaciones de normativas y ordenanzas municipales que el Ayuntamiento ha de realizar para adaptar esos instrumentos a los objetivos de su plan de movilidad.

Es lógico que la adopción de muchas de estas medidas se tenga que hacer de forma progresiva, por fases y con paquetes de medidas equilibrados que permitan ajustes y compensaciones a los usuarios afectados y puedan recibir el más amplio apoyo social. La creación de una conciencia ciudadana sobre los valores de la movilidad sostenible es uno de los principales objetivos a alcanzar.

Conseguir cambiar el modelo social de uso abusivo del vehículo privado en la ciudad comienza a ser una tarea posible; cambiar ese modelo en el territorio externo a la ciudad parece mucho más difícil. No hay más que ver las polémicas desatadas en Cataluña  por las medidas de reducción de la velocidad en las carreteras, los recurrentes conflictos generados por los organismos de carreteras con exagerada ortodoxia en el cumplimiento de parámetros emanados de la velocidad de recorrido, el enquistamiento de los medios universitarios de un instrumental que ha servido para acrecentar los problemas que pretendía resolver, o la actitud de los medios de comunicación y de los grupos de presión del automóvil.

7.1 La red de itinerarios para peatones

Proteger las áreas urbanas más sensibles de la intrusión del automóvil y promover los desplazamientos urbanos por medios no mecánicos,  precisa de detectar recorridos, prever itinerarios y plantear las condiciones de adecuación del espacio de la calle a esos recorridos.
Fue dura la batalla por el establecimiento de áreas de peatones en los núcleos más sensibles de las ciudades, en sus centros históricos. Pero, hoy en día nadie duda de la calidad de esas áreas, que han superado las iniciales reticencias de los comerciantes, ayudando a generar espacios de ocio y consumo de los que han salido ampliamente beneficiados. 

Pero también es verdad que, por los requerimientos de su organización, tienen un tamaño máximo crítico por encima del cual comienzan a ser imposibles o ineficaces y, sobre todo, su funcionamiento ha creado áreas de congestión en su entorno, provocada muchas veces por tráfico que busca entradas, accesos a aparcamientos, etc. Y conviene remarcarlo, porque el fomento del caminar en la ciudad depende de la creación de una red de ellos, con espacios propios, cuya lógica no es totalmente coincidente con la de las áreas centrales restringidas al uso exclusivo de peatones.
Un itinerario para peatones es una calle, o serie continúa de ellas, adaptada a propiciar el paseo y en la que se restringen otras formas de movilidad. Los itinerarios crean recorridos continuos y, aún cuando constituyan una red, ésta no tiene porque ser mallada; porque su lógica es pasar por puntos de atracción de personas, propiciando el acceso a pie hasta esos lugares.

Figura: Áreas de peatones e itinerarios de penetración de coches (Sabadell) y de peatones (Figueres)
Para seleccionar esa red de itinerarios es precisa una tarea de localización de los puntos de atracción de desplazamientos a pié de alrededor de 2 Km. de longitud,  (escuelas, equipamientos sanitarios y deportivos, zonas de interés comercial o cultural, etc.) Para poder seleccionar entre  la tupida red de alternativas posibles, en algunos Planes de movilidad de Cataluña se han utilizado dos indicadores complementarios. 

El primero, que se ha denominado de “estabilidad social”, busca priorizar actuaciones que ayuden, además, a mejorar los espacios de estancia y de movilidad a pie en las zonas de menos recursos sociales. La preservación de la estabilidad social supone además atender a las personas con discapacidad, a la población con menores recursos, al acceso de los trabajadores a los lugares de trabajo; y a los recorridos habituales de escolares y de gente mayor. Por eso, es conveniente correlacionar el sistema de espacios de estancia con la distribución de la población por edades y por renta.

El segundo, denominado de “compacidad corregida” se formula por el cociente entre espacios privatizados y espacios de sociabilidad (espacios verdes y de estancia), para cada zona de la ciudad; el indicador más fácil de correlacionar con él es el reparto de calles con aceras de ancho mayor a 2,5 m. La igualación de niveles de este indicador va asociada a una mejora de la accesibilidad general de la ciudad, lo que colabora a aumentar la complejidad del sistema de espacios públicos de estancia, a reforzar la actividad económica sobre determinados ejes y, en última instancia, a aumentar la diversidad biológica. 
Finalmente, para que el itinerario resulte atractivo, debe coincidir con recorridos urbanos en los que se concentren otros hitos de interés, como edificios singulares, monumentos, plazas, etc. Se recomienda excluir de ellos, salvo en calles muy anchas, el estacionamiento de automóviles, por la congestión que producen las maniobras para realizarlos, y, dado que muchos de esos itinerarios coinciden con ejes comerciales, es conveniente pensar en la carga y descarga de mercancías a ciertas horas del día sin ser un obstáculo para los carriles de bus y bicicleta, de existir; condición que lleva a la recomendación de bordillos remontables de poca altura y áreas laterales vacías para paradas circunstanciales.
7.2 Las redes de transporte colectivo 
Potenciar el uso del transporte colectivo es el gran desafío de la movilidad urbana y constituye, por tanto, el asunto que ha de concentrar más esfuerzos en las políticas de fomento de una movilidad sostenible. De hecho, el objetivo fundamental en las ciudades europeas es conseguir que la gente vuelva a caminar para desplazamientos cortos y use el transporte colectivo para los más largos.

Para ello,  en las grandes ciudades, se tiene que combinar diferentes tipos de sistemas de transporte, porque tienen diferente capacidad de adecuación a los diversos tipos de tejidos urbanos y  densidades de población. Sin embargo, se tiene que planificar y gestionar con una visión de conjunto, haciendo especial atención a las transferencias de modos y  a la unificación de tarifas, así como a las medidas de fomento de su uso sobre la base de una información ajustada a la realidad..

La planificación y gestión del transporte colectivo es una tarea delicada, para la que resultan más útiles los métodos que se fijan en la cobertura espacial, en la frecuencia, la regularidad  y la calidad del servicio como factores para captar la demanda potencial del transporte.
La verdad es que el bagaje científico de que se dispone para abordar la planificación del transporte colectivo es más bien escaso; poco más que el deducido de los resultados de experiencias habidas en el laboratorio de ensayo que han constituido las grandes ciudades europeas en las dos últimas décadas. No sirven, por el contrario, de gran ayuda ni los estudios académicos, obsesionados por formalizar instrumentos que simulen el comportamiento de la demanda, ni gran parte de las aportaciones empresariales, más interesadas en la novedad tecnológica y en la venta de nuevos productos, ni las medidas legales y financieras de un marco político que todavía no acaba de asumir que el modelo de movilidad del futuro no será más un modelo dominado por el automóvil.

Las técnicas de determinación de rutas que se utilizan más frecuentemente en la planificación del transporte colectivo se basan en un proceso propio de los modelos de demanda: sobre la base de matrices de origen-destino de viajes interzonales, determinan funciones de utilidad del transporte publico para cada motivo, sobre la base del cálculo del coste generalizado del desplazamiento para el usuario en uno u otro modo de transporte, y con ellas estiman la distribución modal más probable en cada tramo, lo que les permite fijar  las rutas que parecen tener una demanda mayor y más sostenida.

Paso por alto la dificultad metodológica que significa medir la probabilidad de que se produzca una determinada opción modal  del viajero, que precisan de simplificar su  conducta en unas pocas variables de tipo econométrico (coste, tiempo, nivel de ingresos del usuario, etc.), y ajustar con formulas (que denomina funciones de utilidad), de cada modo de transporte para cada motivo de viaje. Las aparentemente más brillantes deducciones matemáticas tropiezan una y otra vez con las lógicas deficiencias de una información, que al ser estadística requiere de fijarse tan solo en valores recurrentes, y superan las indeterminaciones de cálculo con simplificaciones poco rigurosas, como todas las que emanan de tener que referir variables de muy distinta índole a un patrón común (coste monetario).

En los últimos años se han desarrollado modelos que pretenden salvar las limitaciones de la maximización de esa utilidad aleatoria (tipo LOGIT), y tratan de incorporar variables de percepción subjetivas como el riesgo, la comodidad, el conocimiento del sistema, etc. lo que implica la necesidad de obtención de datos psicométricos y una segmentación por grupos de población. Pero es evidente que cuanto más complejo es un modelo menos fácil es de ajustar y más errores pueden incorporar. 
Existen en el mercado paquetes de software con esta óptica; el más conocido es el denominado EMME/2 (aplicado en el proyecto del  Trasmilenio de Bogotá) u otros parecidos como el CUBE/ Voyager aplicado en el diseño de las redes de transporte colectivo de varias capitales sudamericanas.
Pero las ciudades que han apostado por el transporte público han usado otro tipo de instrumental, mas centrado en el análisis de la oferta (de la cobertura y calidad de la red) sin olvidar comprobaciones respecto a la demanda a captar, como garantía de previsión de los balances de explotación posibles. 

Así, por ejemplo, en la planificación de estas redes en Roma se ha optado por fijar un esqueleto básico determinado por los grandes recorridos donde se pretende concentrar la parte mas voluminosa de la demanda global de desplazamientos mecanizados. Para fijar esa red se ha utilizado una somera función de cobertura: el algoritmo de análisis utilizado selecciona el arco con flujo de demanda mas elevado, estima los recorridos de líneas y la frecuencia precisa, y contempla la posibilidad de incrementar la oferta si se produjera un déficit en la captación de usuarios.
El fijar la red a partir de indicadores de cobertura es el camino que estamos siguiendo en varios planes de movilidad urbana en Cataluña. Para ello hemos fijado una función de cobertura que establece un radio de influencia (tiempo de acceso que está dispuesto a asumir el usuario) de cada parada en función de la frecuencia de paso de vehículos por ella y de la accesibilidad que confiere a otros espacios.

         Figura: función de radio de cobertura según frecuencias y aplicación a los autobuses de FIgueres
Su uso permite estimar la cobertura de la red mediante un algoritmo vectorial que calcula la utilidad que a cada punto del espacio le da una distribución de las paradas, afectada de la frecuencia de paso de los buses y de los tiempos de trasbordo.. Cada una de las alternativas de red requiere, como es lógico, de distintas medidas que afectan a la necesidad de de flota, a la velocidad comercial, etc. Con balances estimados de carga y tarifa los respectivos Ayuntamientos definen escenarios temporales de desarrollo de la red, que se irá volviendo más compleja según su eficacia.

Las mejora en la oferta del transporte colectivo es la clave de su uso, pero se ha de ser conscientes de que no suelen ser eficaces si no vienen acompañadas de restricciones al vehículo privado, en lo que se denomina técnicas de “pull & push” (atraer usuarios y disuadirlos de ir en otros modos). 
Así lo muestran los datos de las principales ciudades europeas, entre las que cabe destacar el caso de Copenhague que ha logrado mantener estable el volumen de transito en vehículo privado en la ciudad durante los últimos veinticinco años que aunque han subido en la periferia ha caído fuertemente en la ciudad compacta central. Ello se ha conseguido incrementando la oferta de transporte público, potenciando el uso de la bicicleta con una red extensa de carriles reservados  y reduciendo la presencia del coche dentro de la ciudad, no tanto con restricciones de circulación (que ya existían previamente) como con supresión de aparcamientos en el centro.
7.3 El espacio del automóvil en la ciudad
Dar una alternativa al modelo generalizado de dependencia del coche no es fácil, y para ello conviene clarificar previamente cual debe ser el espacio del automóvil, en que  territorio muestra una mayor eficacia como instrumento de conectividad y que condiciones deben regular su funcionamiento.

Por eso, la primera tarea de organización de la red viaria es diversificar los accesos a la ciudad y establecer circuitos internos de distribución que permitan circunvalar el centro y los barrios por itinerarios alternativos. Una configuración de circuitos múltiples es garantía de eficacia en el aprovechamiento de la red que se destine al vehículo privado, y, por tanto, de mayores posibilidades de rescate de él de otros espacios viarios. 

Para decidir esa red que posibilite itinerarios múltiples es preciso realizar comprobaciones de accesibilidad desde los accesos a la ciudad y de accesibilidad combinada (centralidad) entre todos los puntos internos de la ciudad. Ambos tipos de análisis indicaran donde están las barreras principales a la penetración en el espacio, o, por el contrario, como la potencia de determinados ejes deforma la atractivilidad de la red para recorridos motorizados. Se muestran en figuras algunos ejemplos de este tipo de análisis realizados para planes de movilidad urbana en los que he intervenido. 

               Figura: Utilización de curvas isócronas para el diseño de redes viarias en Cataluña 
Con el uso de estos indicadores de accesibilidad se pueden conseguir redes viarias internas que hagan la ciudad más permeable, allá donde interese, isótropa hacia los espacios de valorización del territorio que hayan propuestos las estrategias urbanísticas de los municipios, y con recorridos alternativos que posibiliten un sistema más equilibrado especialmente de circulación. 

Para planear, validar y fijar las condiciones físicas y de funcionamiento de esa red es preciso un cierto método de cuantificación, previsión y simulación. Propongo al respecto un método simple y aproximativo que se ha probado, con aparente eficacia, en diversos planes de movilidad urbana en Cataluña. Me interesa mas de él el porque de lo que se busca medir, el donde desemboca, el como posibilita el seguimiento de sus resultados. 

Con uso de instrumentos propios de los modelos de tráfico convencionales se ha estimado la distribución futura de la circulación en el supuesto de no actuar sobre la red, o simplemente incorporando los nuevos arcos de previsible construcción. Pero para fijar las matrices de viajes de base no se ha recurrido a caras y complejas encuestas de comportamiento, sino que se ajustado la matriz más probable sobre la base de dar pesos de atracción o generación a cada nudo de la red e ir comparando la asignación resultante con la “araña de tráfico” de las intensidades de circulación actuales en las diferentes calles de la ciudad.

Por la capacidad que tiene de ajustar esas matrices probables de viajes a través de la observación de la red, y sobre todo por su utilidad para una simulación del funcionamiento real de la circulación en cada  supuestos de adaptación del espacio que se proponga, hemos optado por utilizar y recomendar el denominado AIMSUN, en su versión de macro (planer) y micro-simulación, producido y perfeccionado en la UPC, aunque existen otros con técnicas y resultados parecidos entre los que destaca el norteamericano SYNCHRO y el británico TRANSYT.

Otra ventaja de este tipo de software es que trabaja con circulación simulada según las características físicas de la red, lo que obliga a un detallado trabajo de introducción de éstas en el grafo viario, y no con capacidades teóricas deducidas de la aplicación del Higway Manual Capacity como ocurre en otros programas de asignación. El utilizar condiciones reales de circulación es mucho mas adecuado desde el punto de vista metodológico, porque introducen los efectos de colas producidos por interferencias de las ondas de cada carril,  y además permiten la simulación del funcionamiento de la red alterando sus condiciones de funcionamiento y la micro-simulación de las intersecciones más conflictivas.

La clave de toda asignación de las matrices proyectadas a la red futura está en las condiciones de circulación en ellas. Como se ha dicho, el uso de modelos de simulación de la circulación permite ir ensayando diversas alteraciones de tamaño, capacidad, giros, etc. hasta que el resultado de asignación de el equilibrio físico que se viene buscando. Es conveniente que este equilibrio se produzca con una cierta fluidez, pero no tanta que suponga desaprovechar la incidencia que tiene la congestión en la propia opción de elección de modo de desplazamiento.
       Figura: Asignación de transito y condiciones circulación: ensayos para fijar programa de actuaciones (Sabadell) 
De este modo, las condiciones de circulación en los arcos (que son las que fijan la capacidad y la velocidad) se convierten en objetivos del plan de movilidad, y no una decisión arbitraria que determina los resultados de la asignación: Se elegirán aquellas opciones de arcos, tamaños y velocidades que acaben por dar la expresión de distribución de la circulación urbana que se busque como objetivo, como alteraciones del espacio físico de las calles, mediante ampliación de arcos, cambios de dirección, estrechamiento de calzadas, semaforización, etc. Es decir, la comparación de asignaciones en diferentes supuestos sirve para definir las condiciones de organización del espacio viario que se precisen para lograr una red de circulación más equilibrada y menos congestiva de la ciudad. 

El objetivo no es que esa red básica de distribución funcione perfectamente, lo que es imposible en un contexto de incremento continuo de la movilidad urbana; el objetivo es lograr alterar el comportamiento modal de los desplazamientos, concentrar los vehículos en una parte limitada de la red (para liberar el resto) y posibilitar respuestas de movilidad a cada estrato de población y motivo de desplazamiento desde una lógica de intermodalidad y aprovechamiento de todos los sistemas. 

Con esta perspectiva, la simulación de la red básica de circulación queda reducida a una parte instrumental del proceso, pero planteada de modo que permita fijar proyectos de intervención concretos y, además, entendida como parte de un todo en el que forman parte importante, desde el exclusivo punto de vista de la circulación rodada, las relaciones de esa red de circulación con las medidas de estacionamiento en los barrios (que afectan a la circulación en la red) y las condiciones de transición hacia planteamientos de pacificación en el resto de la red viaria.

La concepción de la red de tráfico privado en la ciudad tiene que atender diferentes funciones dentro de un orden jerárquico: tráfico de distribución y conexión regional, que en las ciudades grandes está concentrado en vías de alta capacidad, tráfico de distribución urbana que responde al acceso entre diferentes barrios y calles internas en los barrios por el acceso a las viviendas y a los lugares de destinación. Cada una de estas funciones implica requerimientos de velocidad y seguridad muy diferentes, y de aquí se infiere la necesidad de adecuación forma de cada calle al nivel de red a que pertenezca. Lo que no es conveniente es el tratamiento indiferenciado de las calles, porque el coche ha mostrado con claridad su capacidad de ocupar todo el espacio allí donde no se le impide.
           Figura: Red de accesos, de distribución y de disuasión del tránsito en el área central (Figueres)
La mayoría de los estudios convencionales de tráfico han utilizado una red básica para evaluar la futura distribución de la circulación de coches que comprende un porcentaje en torno al 25% de las calles. Pues bien, si esta parte de la red viaria total puede acoger toda la circulación urbana de distribución, el argumento puede ser usado al revés y concentrar en este porcentaje de la red la circulación del tráfico privado; lo que quiere decir que es posible, y conveniente, destinar el resto de calles a otros usos, o al menos plantearse la construcción de espacios de coexistencia donde el vehículo privado penetre tan sólo en caso de necesidad, y con conocimiento de que éste no es su espacio, con tratamientos de urbanización que se comentan más adelante.
Conjuntamente con la definición de ese espacio donde se admite el automóvil, hay que prestar toda la atención al otro gran factor de oferta de espacio, que es el estacionamiento. La política de estacionamiento a favor de una movilidad sostenible ha de favorecer el estacionamiento al origen, es decir, el aparcamiento en los edificios de viviendas, en el subsuelo del espacio público de las áreas residenciales, en las estaciones periféricas de transporte o en los lugares de intercambio modal. El estacionamiento en la calle, hoy todavía mayoritario, tiene que ir cediendo, poco en poco, su lugar a otros usos del espacio público.

Porque no se trata de pretender coartar, a través del plan de movilidad urbana, la compra de vehículos privados, sino simplemente su uso en la ciudad. De lo que se trata es de conseguir que sea cual sea la tasa de posesión de vehículos, la ciudad pueda conseguir una distribución modal de los viajes donde aquel tipo de vehículos sea minoritario. Y para independizar tasa de motorización y uso del vehículo, se precisa de tener espacios donde mantenerlos quietos el máximo de tiempo: “el problema de la movilidad, por lo que respecta al uso del automóvil, es conseguir mantener inmovilizado el parque movilizable”. 
7.4 La regulación de la distribución urbana de mercancías
De entre los diferentes aspectos que afectan a la movilidad urbana, el tema de la distribución urbana de mercancías es, probablemente, el más arduo de tratar, por su creciente complejidad y porque sobre él es mas difícil encontrar referencias de experiencias exitosas que permitan decantarse por recomendar una u otra medida de intervención. 

El sistema de transporte de mercancías dentro de la ciudad (el transporte de la “ultima milla” como lo denomina la jerga especializada del gremio de transportistas) es cada día mayor y afectado de mas complejidad, no solo por su enorme crecimiento sino también por la diversidad de sus requerimientos de tamaño, requerimientos temporales, y otros factores.

La reglamentación de la circulación de vehículos pesados por la ciudad es una de las medidas más antiguas de que se han dotado los Ayuntamientos europeos; comenzó en la década de los años sesenta con ordenanzas sobre la circulación de mercancías peligrosas por la ciudad y, poco apoco, se fue extendiendo la reglamentación a la definición de zonas donde se restringía la entrada de vehículos pesados y a la regulación de donde y en que horarios se admitía la carga y descarga de mercancías.

Poco a poco, las políticas se han ido extendiendo a otras de impulso de una mejor organización de la distribución urbana de mercancías. Hoy en día casi todos los Ayuntamientos tienen en su marco legal sobre el funcionamiento de la vida urbana ordenanzas de circulación de vehículos pesados, limitando sus rutas y periodos de paso, así como las condiciones de carga y descarga; y también muchos, aunque en menor número, destinan una parte del espacio viario a esa actividad., con controles temporales de uso.
Junto a ello han ido desarrollándose medidas que establecen condiciones sobre el tipo de vehículo autorizado a entrar en determinadas zonas de la ciudad,  gestionadas con tarjetas y topes movibles; como es el caso de Ámsterdam, donde  para que un camión pueda descargar en ciertas zonas debe cumplir las normas Euro2, tener una longitud máxima 9 m. y al menos el 80% de su carga ha de ser librada o descargada en el perímetro central de la ciudad. En Copenhague, los motores de los camiones han de tener como  máximo 8 años  y han de utilizar por lo menos el 60 % de su capacidad, y se benefician de un certificado verde los que cumplen ciertas condiciones. En Londres no pagan peaje urbano los vehículos Euro3, los de tracción eléctrica y los que funcionan con gas natural. Paris reserva, desde el 2007, horarios de 17-22 solo a vehículos eléctricos, a gas, o del tipo Euro3 (que llegara a Euro 5 en el 2010).

Además, las ciudades han comenzado a adoptar también ordenanzas urbanísticas para el fomento de la existencia de zonas de carga y descarga, y a veces de almacenaje, dentro de los edificios privados. Barcelona tiene una reglamentación urbanística estricta que impone la obligatoriedad de disponer de una zona de carga y descarga a todos los establecimientos industriales y comerciales de superficie mayor de 400 m2 y obliga asimismo a ciertos establecimientos (restaurantes y hostelería en general, y a otros contenidos en la ordenanza) a tener una superficie determinada de almacén. Medidas análogas a las establecidas en París desde su Plan de Ordenación del 200.

Ha habido un periodo en el que algunos Ayuntamientos europeos han querido entrar en la cadena de distribución, con empresas propias o con concesiones al respecto. La verdad, es que muchas ciudades europeas que han comenzado a desmantelar, o reconducir, los sistemas municipales ya implantados (Utrecht, Fribourg, Stuttgart, etc.), por eficacia del sistema y también porque los Ayuntamientos comienzan a ser reticentes a subvencionar soluciones que corresponden a políticas que son responsabilidad de otros ámbitos de la Administración.

Otras ciudades continúan gestionándolas, aunque hayan cambiado sus estrategias: Allí donde subsisten, hay dos tipos de sistemas. El primero el de Holanda, cuyas ciudades dan licencias de autorización para operar en sus centros a empresas que garantizan unas ciertas condiciones (primando el tipo de vehículo) y a las que garantizan casi un  monopolio de distribución. El segundo es el se organizaciones mixtas, o contratos, del Ayuntamiento con empresas privadas para garantizar las condiciones del reparto, como es el caso de Mónaco, que ha contratado a un solo distribuidor que dispone de vehículos específicos y se reparte el sobrecoste del servicio con el gobierno (que tiene a su cargo, además, la provisión de espacios adaptados a la carga y descarga en el espacio público). 

Sin embargo, la mayoría de ciudades están optando por una combinación de ordenanzas de circulación y ordenanzas urbanísticas, a las que se añade una política de concierto con organizaciones empresariales y ciudadanas, dejando a las primeras la organización logística y la introducción de innovaciones para cumplir la reglamentación. Respecto a las segundas, llevan a cabo esfuerzos importantes de concertación de medidas y de difusión de sus resultados, con campañas de concienciación ciudadana.
8. El espacio publico como resultado 

Como he venido sosteniendo a lo largo de la ponencia, no es creíble un Plan de Movilidad Urbana que no concluya con propuestas de adaptación del espacio público urbano y de los sistemas de transporte colectivo a las estrategias que se propongan. Estas propuestas han de ser pocas (para ser factibles económicamente) y seleccionadas por dos criterios: su eficacia para comenzar un modelo de movilidad alternativo y la posibilidad de su gestión para poder implementarlas en poco tiempo. El Plan ha de contener el detalle preciso para la realización de los irrespectivos proyectos y la estimación económica de su coste para proveer sus fuentes de financiación.

                   Figura: Fichas de programación de actuaciones del Pan de movilidad de Sabadell

Les muestro otros proyectos, en muy diferentes ciudades, que entienden que no es posible una nueva política de movilidad sin una decidida apuesta por la recuperación del espacio público, y también que no es conveniente ni justo cargar la responsabilidad de su deterioro actual en el automóvil como vehiculo de transporte, cuya utilidad y aceptación social está ampliamente demostrada, sino que el problema reside en las soluciones formales que ha dado hasta ahora una técnica obsesionada con cuestiones que poco tienen que ver con las necesidades reales de la población. Esta reflexión y las experiencias en que se apoya pretender colaborar a cambiar nuestras sacralizadas certezas técnicas, cuya ineficacia ha mostrado la realidad con contundencia.

Estos proyectos se han basado en la integración de las propuestas de movilidad en una reflexión más amplia sobre las funciones urbanas que pueden solicitar un determinado espacio de intervención. En la tabla adjunta hemos resumido este tipo de funciones, que se darán con menor o mayor grado en el ámbito del proyecto. Funciones que tienen que ver con los requerimientos de correspondencia con la edificación,  con su papel de espacio canal para el paso de las redes de infraestructuras, con actividades de relación social y de movilidad que se dan sobre ella, además de las que se derivan de su rol de contenedor de los elementos del sistema de espacios verdes de la ciudad.

Todas las funciones enunciadas no se dan de manera generalizada en todas las calles ni con la misma intensidad. En determinados tipos de calle serán prioritarias algunas de ellas, y, incluso, su intensidad puede hacer que otras funciones sean incompatibles dentro de la misma calle, o requieran un tratamiento específico para garantizar su presencia sin conflictos con otras funciones

Además de los proyectos que pudiéramos llamar vertebradotes o estratégicos de las políticas de movilidad urbana que se definan, existirá siempre un amplísimo porcentaje de calles que no serán objeto de intervención desde la perspectiva de las redes definidas para los distintos tipos de movilidad analizados.  Sobre ellas es preciso comenzar a establecer políticas de moderación del tráfico rodado, para recuperar el espacio público “usurpado” por el automóvil. Necesidad que se refuerza por problemas de seguridad viaria, que inspiran en la actualidad muchas de las propuestas y proyectos de moderación del tráfico en las ciudades europeas.

Los mecanismos utilizados para ello son de muy variado orden; entre los que afectan a la propia organización del espacio viario destacan:

· Nivelación de calzadas y aceras en las esquinas, a fin de que sea el vehículo quien remonte, con reducción de la velocidad y mayor responsabilidad en su circulación.

· Almohadas, lomos, bandas rugosas, etc, que constituyen un conjunto de obstáculos que, introducidos en la calzada, obligan a una adaptación conveniente de la velocidad.

· Glorietas en los cruces, que obligan a ceder la prioridad al vehículo que primero ha entrado y a cambios de trayectoria, lo que reduce la velocidad y aumenta la seguridad.

· Estrechamientos puntuales de la calzada al mínimo preciso para el paso de vehículos, con retención para uno de los sentidos de circulación en calles de doble sentido.

· Cambios bruscos de la alineación del carril en forma de zigzag, ampliando las aceras en estos puntos o reordenando el aparcamiento de forma adecuada a este fin. 

· Cierre de la perspectiva lejana, con la introducción de variaciones en la trayectoria longitudinal del vehículo (zigzag, curvas, retranqueos, rotondas, masa vegetal, etc.)

· Cambios en la textura de la rodadura del vehículo y en el perfil longitudinal del pavimento, que obligan a reducir la velocidad en estos puntos.

     Figura: Algunas medidas de pacificación del transito y coexistencia con otros usuarios de la calle

En Barcelona, como en muchas otras ciudades, viene practicándose con éxito este sistema de actuar sobre el espacio viario con finalidades asociadas a cambios en la movilidad. Las experiencias practicadas han permitido mostrar la eficacia en la capacidad y en la seguridad de la reducción de los anchos de carriles de circulación rodada, la recuperación del uso público de las calles cuando se amplia el espacio pedestre, la posibilidad de establecer áreas correcta de carga y descarga, la necesidad de hacer comprender al ciudadano que ha de pagar por el uso del espacio público para el vehículo privado (igual que paga el usuario del transporte colectivo), etc. Pero lo más interesante es mostrar como la introducción de mejoras sucesivas va provocando una cada vez mayor conciencia ciudadana sobre una movilidad más sostenible en términos energéticos y sociales.
Les animo a ir por este camino, sus frutos no se han de esperar, pero ello requiere de actitudes públicas decididas, de información del porque de las medidas a los ciudadanos y de un cambio profundo en las actitudes de los técnicos implicados en esta problemática.

                                                                                                     Buenos Aires, Marzo del 2009
Frente al riesgo de exclusión social de las personas con movilidad no atendida:


            - Atención a todas las formas y motivos de desplazamiento


            - Necesidad de analizar la conectividad potencial generada por las infraestructuras


………- Atención a la flexibilidad y coste de acceso a los sistemas de transporte 


………- Concertación social de las inversiones y gestión del transporte


Por motivos de sostenibilidad ambiental y eficacia económica: 


………- Prioridad a los sistemas de menor consumo de energía 


………- Acento puesto en la intermodalidad y los espacios de intercambio


………- Creciente importancia de la regulación del transporte y distribución de mercancías








Constant: Symboliese voorstelling van New Babylon.    Gemeentemuseum, La Haya, 1969





Alteraciones del modelo social de movilidad: 


     - Incremento del trabajo autónomo y diversificación de los lugares de trabajo


     - Tendencia al equilibrio de la distribución de viajes a lo largo del día


     - Tendencia a puntas de utilización de vehiculo privado los fines de semana


     - Encarecimiento de los viajes en vehiculo privado


     - Mayor conciencia social sobre el coste energético y ambiental


Insuficiencias del modelo tradicional de gestión de la movilidad


     - Concepción de los planes como respuesta al comportamiento de la una demanda,


       sobre el que no se actúa


    - Atención prioritaria al coche como vehiculo de transporte


    - Aparato analítico y de planificación desfasado técnicamente


      Gestión de la movilidad en manos de los productores de infraestructuras
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